
NULIDAD POR FALTA DE JURISDICCIÓN/ Efectos/ Competencia para tramitar procesos de responsabilidad médica en los que esté involucrada alguna entidad pública, radica en la jurisdicción contenciosa administrativa
“(…) la demanda fue dirigida también contra el Departamento de Risaralda, por medio de su Secretaría de Salud. La incidencia que ello tiene es, sin duda, que se trata, por pasiva, de una entidad pública, con lo que desde el comienzo hubiera sido discutible si al reformarse la demanda la jurisdicción ordinaria laboral tenía competencia para seguir conociendo del mismo, o si debió enviarlo ante la jurisdicción contencioso administrativa, siguiendo la orientación que en tal sentido había trazado el Consejo de Estado. Sin embargo, conocida como era para la época la posición de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, se entendía que el Juez laboral asumiera ese conocimiento. Hasta ahí, pues, no cabe crítica alguna. Pero, una vez perdió competencia el Juez laboral por virtud de lo reglado en el Código General del Proceso, ha debido concretar quién, hacia el futuro, la adquiría. Optó por el Juez Civil y le envió la actuación, y éste, sin parar mientes en la calidad de los sujetos intervinientes, la asumió, y también lo hizo la Sala al admitir el recurso, cuando es claro, por lo que viene de verse, que estando de por medio una entidad pública del orden departamental, no es un asunto que deba resolver la justicia civil, sino la contencioso administrativa, pues a esa jurisdicción le ha sido atribuido.”
“(…) detectada la nulidad, por cuanto ya se dictó sentencia de primera instancia, el efecto de lo que aquí se resuelve es que debe invalidarse todo el trámite surtido en esta sede y el fallo mismo, para que desde allí, el juez que reciba rehaga la actuación.”
Cita: Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, sentencia de 4 mayo de 2009 -rad. 05001-3103-002-2002-00099-01-.
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Una vez las acciones constitucionales han permitido realizar un estudio de otros asuntos a despacho, halla la Sala que para desatar el recurso de apelación que se interpuso contra la sentencia de primer grado, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local, llegó a esta sede el proceso ordinario de responsabilidad médica iniciado por Nelly Patricia Pérez Osorio frente a la Asociación Mutual La Esperanza Asmet Salud EPS y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda. 

   



La alzada había sido admitida. Pero a vuelta de revisar la cuestión, halla la Sala que la actuación viene precedida de una nulidad insaneable que, por tanto, debe ser declarada, para que se rehaga desde cuando corresponda, según lo que se va a indicar. 

Para arribar a la conclusión final, se recordará que frente a la competencia para conocer de la responsabilidad médica, desde la promulgación de la Ley 712 de 2001, que modificó el artículo 2° del Código Procesal del Trabajo, se plantearon diferentes tesis, una por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, otra por la Sala de Casación Civil de esa Corporación, que fue la misma que sostuvo el Consejo de Estado; y, en últimas, la de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura que, como órgano encargado de dirimir conflictos entre jurisdicciones, optó por señalar que todo asunto derivado de la seguridad social, incluida la responsabilidad por la deficiente prestación del servicio de salud, era del resorte de los jueces laborales, muy a pesar de la explícita interpretación que sobre el asunto tenían sentada la Sala de Casación Civil y el Consejo de Estado, éste último cuando de por medio estaba la responsabilidad de entidades públicas. 
Todo ese dilema quiso ser resuelto por el legislador con la promulgación del Código General del Proceso, que lo zanjó inclinándose por la opinión de estas últimas Corporaciones, en el sentido de que a partir de la vigencia de las normas que han de citarse, toda demanda de responsabilidad civil es de competencia de los jueces civiles, incluida la responsabilidad médica, excepción hecha de los casos que deban ser sometidos al conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Ciertamente, el artículo 622 del C.G.P. modificó el numeral 4° del artículo 2° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social y le atribuyó como competencia a los jueces laborales el conocimiento de “Las controversias relativas a la prestación de servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras, salvo los de responsabilidad médica y los relacionados con contratos”.

A la vez, en los artículos 17-1, 18-1 y 20-1 (vigentes desde el 1° de octubre de 2012), fijó la competencia para conocer de los procesos de responsabilidad médica, de cualquier naturaleza y origen, sin consideración a las partes, en los jueces civiles. Pero agregó que de esa competencia quedarían a salvo “los que correspondan a la jurisdicción contencioso administrativa”.

Casi al tiempo, con una diferencia de unos días,  había empezado a regir la Ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo), que reiteró que esa jurisdicción estaba llamada a conocer, entre muchos otros asuntos, de los derivados de la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad pública, cualquiera que fuera el régimen aplicable, así como de los relativos a la responsabilidad contractual, también cualquiera que fuera el régimen, en los que se hiciera parte una entidad pública o un particular en ejercicio de las funciones propias del Estado (art. 104); luego, a partir del artículo 149 distribuyó la competencia entre el Consejo de Estado, los Tribunales Administrativos y los Juzgados Administrativos. 
Cobró vida, en consecuencia, la reiterada posición de la Sala de Casación Civil
, que desde siempre ha sido enfática en sostener que la responsabilidad civil no ha salido, y menos ahora, de la órbita de los jueces civiles y administrativos, aun cuando ella involucre a ciertos actores del sistema de seguridad social. Tan clara e importante ha sido esa distinción, que conviene recordar, en extenso, lo que sobre el particular ha dicho la alta Corporación: 

“Con estas premisas, las directrices decantadas antaño por la jurisprudencia de esta Corte y del Consejo de Estado sobre la jurisdicción y competencia para conocer de los asuntos de responsabilidad civil o estatal médica consagrados en el ordenamiento jurídico, mantienen su vigencia y no existe un precepto legal expreso asignando a la jurisdicción laboral ordinaria el juzgamiento de las controversias relativas a la responsabilidad civil médica legal de aquella naturaleza, las cuales, contrario sensu, están atribuidas a los jueces civiles, salvo claro está, las asignadas a los administrativos y las que corresponden a la jurisdicción ordinaria laboral desde la óptica estrictamente asistencial o prestacional y los servicios sociales complementarios de que trata la Ley 100 de 1993, sus modificaciones y reglamentos…”.
En suma, la Sala, reitera íntegra su jurisprudencia sobre la competencia privativa, exclusiva y excluyente de la jurisdicción civil para conocer de los asuntos atañederos a la responsabilidad médica, con excepción de los atribuidos a la jurisdicción de lo contencioso administrativo y a la jurisdicción ordinaria laboral en materia de seguridad social integral, en cuanto hace exclusivamente al régimen económico prestacional y asistencial consagrado en la Ley 100 de 1993 y sus disposiciones complementarias.” 
  

Hasta allí estaba claro que en adelante la competencia para conocer de este tipo de procesos sería de los jueces civiles o administrativos, nunca más de los laborales. En la ponencia para segundo debate en el Senado de la República del proyecto de ley que ahora constituye el Código General del Proceso, se propuso una modificación al artículo 17, en el sentido de que “Se realizan ajustes al numeral primero, para definir que la competencia para los procesos de responsabilidad médica contractual o extracontractual corresponde a la jurisdicción especializada en lo civil. Con ello se busca resolver un conflicto de competencia recurrente con la especialidad laboral, por el conocimiento de este tipo de procesos, cuando ellos tienen origen en el sistema de seguridad social en salud.”, con lo cual afloraba ya la idea plasmada en la anterior providencia, acerca de que la responsabilidad médica, contractual o extracontractual, derivada del sistema de seguridad social en salud, sería de competencia de los jueces civiles, municipales o de circuito, según la cuantía, como en últimas quedó definido, con independencia de quién sea el sujeto que intervenga, salvo, se repite, que sea un asunto de competencia de la jurisdicción contencioso administrativa, pues si están involucradas entidades que conforman el sistema y no se quisiera ver en su accionar o en su omisión una responsabilidad médica, se trataría, en todo caso, de una responsabilidad civil, también del resorte de los jueces del área, en los términos del nuevo estatuto. De ahí que se comprenda por qué, entonces, siguiendo aquél derrotero, la competencia de los jueces laborales en el régimen de salud quedó restringida a la órbita asistencial o prestacional y a los servicios complementarios, tal cual se viene señalando. 

Sin embargo, hubo un aditamento más, porque en el artículo 625 del nuevo estatuto procesal (que también empezó a regir el 12 de julio de 2012), quedó dicho, en la regla 8ª, que los procesos de responsabilidad médica que para entonces tramitaban los jueces laborales, serían remitidos a los jueces civiles competentes, en el estado en que se encontraran. 
Mucho se criticó esa norma en los diversos foros que precedieron a los debates en el Congreso de la República; esta y la que difirió en el tiempo la vigencia de la ley, por los inconvenientes que las mismas generaban para la comunidad judicial, incluidos allí los diversos sujetos procesales que, sin duda, se verían afectados por la demora, ya evidente, en el trámite de este tipo de procesos, cuando bien pudo haberse regulado que tal competencia se adquiriera frente a las nuevas demandas, sin alterar la que ya se había radicado en los distintos jueces para ese momento. No obstante, la norma fue aprobada finalmente de esa manera y bien se sabe que es atribución del legislador señalar reglas de esa estirpe, por lo que, por más que se criticara el cambio, no se afectó con tal disposición la Carta Política. Así fue dicho a la postre por la Corte Constitucional en su sentencia C-755 de 2013. 

Pero, sucede que frente a todo este panorama, este proceso tiene una particularidad que hasta ahora no se ha tenido en cuenta y es la de que la demanda fue dirigida también contra el Departamento de Risaralda, por medio de su Secretaría de Salud. La incidencia que ello tiene es, sin duda, que se trata, por pasiva, de una entidad pública, con lo que desde el comienzo hubiera sido discutible si al reformarse la demanda la jurisdicción ordinaria laboral tenía competencia para seguir conociendo del mismo, o si debió enviarlo ante la jurisdicción contencioso administrativa, siguiendo la orientación que en tal sentido había trazado el Consejo de Estado. Sin embargo, conocida como era para la época la posición de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, se entendía que el Juez laboral asumiera ese conocimiento. Hasta ahí, pues, no cabe crítica alguna. Pero, una vez perdió competencia el Juez laboral por virtud de lo reglado en el Código General del Proceso, ha debido concretar quién, hacia el futuro, la adquiría. Optó por el Juez Civil y le envió la actuación, y éste, sin parar mientes en la calidad de los sujetos intervinientes, la asumió, y también lo hizo la Sala al admitir el recurso, cuando es claro, por lo que viene de verse, que estando de por medio una entidad pública del orden departamental, no es un asunto que deba resolver la justicia civil, sino la contencioso administrativa, pues a esa jurisdicción le ha sido atribuido. 

Salta a la vista que el artículo 625 analizado es impreciso, si bien ordenó la remisión inmediata de los procesos de responsabilidad médica de que conocían los jueces laborales a los jueces civiles, pero nada dijo de aquellos que correspondían a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, que también eran conocidos por los jueces laborales. 
Ello podría tener una explicación: el legislador partió del supuesto de que ningún juez laboral tenía jurisdicción para conocer de procesos en los que el demandado fuera una entidad pública. Sin embargo, como de por medio estaba la definición de competencias que en varias ocasiones hizo la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura que les atribuyó ese conocimiento, ha debido el legislador del 2012 prever también esa circunstancia y no lo hizo. 
Allende esta aparente omisión, la norma debe interpretarse lógica, teleológica y sistemáticamente. Lo lógico es que si los jueces laborales tenían a su haber la competencia de este tipo de procesos que, despojados de ella, podían ser de competencia de un juez civil o de uno administrativo, la distribución de los expedientes se hiciera a una y otra jurisdicciones. El fin perseguido por el legislador, no cabe duda, es que los jueces laborales no conocieran más de tales procesos, sino que lo siguieran haciendo, o la justicia civil o la contencioso administrativa. Y sistemáticamente vistas las normas arriba relacionadas, tampoco parece equivocado concluir que los jueces civiles sólo podían recibir los procesos de responsabilidad médica que no correspondieran a la jurisdicción contencioso administrativa. 

Corolario de ello es que, entonces, los procesos que eran de competencia de la justicia administrativa, han debido ser remitidos, de acuerdo con la distribución que hace el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo a los funcionarios de esa jurisdicción y no a los civiles. 

En este caso, se dijo, la actuación la recibió el Juzgado Tercero Civil del Circuito, que para ese momento carecía de jurisdicción y, por tanto, ha debido adoptar las medidas que conforme con esa circunstancia fueran pertinentes; a pesar de ello, asumió la competencia y concluyó la instancia con la sentencia que por causa de apelación subió a esta sede. 

También aquí se omitió esa circunstancia al momento de admitir el recurso, y por ello debe ser remediada. 

Ahora bien, aunque el recurso fue propuesto en vigencia del Código de Procedimiento Civil, lo cual indica, en los términos del artículo 624 del Código General del Proceso, y de la regla 5 del artículo 625 del mismo estatuto, que estaríamos bajo el imperio de la normativa anterior, es lo cierto que en esta providencia no se va a desatar el recurso mismo, sino que se va a tomar una medida que remedie la irregularidad ya advertida. Por eso, para esta Sala, debe procederse a adoptar el correctivo pertinente con fundamento en el Código General del Proceso. 

Y esto es relevante, porque en el nuevo estatuto, en principio, la falta de jurisdicción y de competencia dejaron de ser autónomamente causales de nulidad; sólo puede verse afectado el trámite que se surta con posterioridad a su declaración, salvo, eso sí, que se hubiese dictado sentencia, en cuyo caso, se invalida la actuación solo desde ese momento procesal, con el fin de que el juez que reciba el expediente, proceda a emitir un nuevo fallo. Así se lee en los artículos 133 y 138 del C.G.P. En el primero, se señala que el proceso es nulo, en todo o en parte, cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de competencia; es decir, que ningún revés sufre el trámite con anterioridad a esa declaración. Y en el segundo se prevé el efecto de esa declaración, pues indica la norma que todo lo actuado conservará su validez y el proceso se remitirá de inmediato al juez competente, “pero si se hubiere dictado sentencia, esta se invalidará”. 

Así las cosas, detectada la nulidad, por cuanto ya se dictó sentencia de primera instancia, el efecto de lo que aquí se resuelve es que debe invalidarse todo el trámite surtido en esta sede y el fallo mismo, para que desde allí, el juez que reciba rehaga la actuación. 

Se procederá, en consecuencia, de la manera dicha, y a remitir las diligencias al Juzgado Administrativo (reparto) de esta ciudad, teniendo en cuenta la cuantía de las pretensiones y lo previsto en el artículo 155 del CPACA. 
DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, esta Sala Unitaria Civil-Familia, declara la FALTA DE JURISDICCIÓN para seguir conociendo de este proceso. 

Como resultado de ello, SE DECLARA LA NULIDAD de la actuación surtida en esta sede y de la sentencia de primera instancia, proferida el 22 de enero de 2015.  Desde allí, rehágase la actuación, pues el trámite anterior conserva su validez.   

Remítase el expediente al Juzgado Administrativo de Pereira, por conducto de la oficina de reparto, para que allí se resuelva lo pertinente. 

Entérese de lo resuelto al Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira. 

Notifíquese
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Magistrado
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de mayo 4 de 2009, exp. 05001-3103-002-2002-00099-01. M.P. William Namén Vargas
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